	En Mendoza, a dieciséis días del mes de agosto del año dos mil once, reunida la Sala Segunda de la Excma. Suprema Corte de Justicia, tomó en consideración para dictar sentencia definitiva la causa Nº 95.787, caratulada: "CRESPILLO, MERECEDES CARMEN C/GOBIERNO DEL PROVINCIA S/ACCION PROCESAL ADMINISTRATIVA" 

Conforme lo decretado a fs. 125, se deja constancia del orden de estudio efectuado en la causa para el tratamiento de las cuestiones por parte de los Señores Ministros del Tribunal: primero: Dr. Pedro LLORENTE, segundo Dr. Carlos BÖHM y tercero: Dr. Fernando ROMANO. 

ANTECEDENTES: 

A fs. 6/15, la señora Mercedes Carmen Crespillo por su propio derecho, interpone acción procesal administrativa solicitando la nulidad de la resolución 390/08 dictada en el expediente n° 70 de la Segunda Circunscripción por la que se le aplicaron dos días de suspensión. 

A fs. 33, se admite la acción interpuesta y se ordena correr traslado a la contraria y Fiscalía de Estado, quienes a fs. 37/41 y fs. 43/45, contestan solicitando el rechazo de la demanda. 

Admitidas las pruebas ofrecidas y agregados los alegatos presentados por las partes, se incorpora a fs. 122/123 el dictamen del señor Procurador General, quien considera que corresponde se rechace la demanda. 

A fs. 124, se llama al Acuerdo para sentencia y a fs. 124 se deja constancia del orden de estudio en la causa por parte de los Señores Ministros del Tribunal. 

De conformidad con lo establecido por el art. 160 de la Constitución de la Provincia, esta Sala se plantea las siguientes cuestiones a resolver: 

P R I M E R A: ¿Es procedente la acción procesal administrativa interpuesta? 

S E G U N D A: En su caso, ¿qué solución corresponde? 

T E R C E R A: Pronunciamiento sobre costas. 

SOBRE LA PRIMERA CUESTION EL DR. LLORENTE, dijo: I.- Mercedes Carmen Crespillo interpone acción procesal administrativa solicitando la nulidad de la resolución 390/08 dictada en el expediente n° 70 de la Segunda Circunscripción por la que se le aplicaron dos días de suspensión. 

Afirma no haber tenido participación alguna en la inspección notarial que motivó la articulación de la actuación administrativa que menciona. Resalta que si bien hubo una verificación en el subsuelo del edificio de Tribunales de la II Circunscripción no hubo de parte de la suscripta autorización alguna. Que sólo se presentó la delegada gremial acompañada de quien sería a la postre la escribana que realizara la inspección notarial. 

Informa que la Excma. S.C.J. la había emplazado por nota que tenía que desalojar una de las dos oficinas con que contaba la Asesoría de Menores e Incapaces en la que se tomaba todo el trámite relacionado con los procesos de insanas. Que en la oficina que se ocupaba como secretaría trabajaba una auxiliar que lleva el trámite del art. 255, donde se citan a todas las madres solteras, donde se encuentra su escritorio como secretaria en el que realiza además de su labor en los expedientes la tarea de recibir personas, funcionarios judiciales y profesionales que concurren a plantear diversos problemas. 

Que en San Rafael la única Asesoría que existe y que lleva la tarea de dos Juzgados de Familia, cuatro juzgados civiles, un juzgado concursal, siete cámaras, tres juzgados de instrucción y dos correccionales. Que dicha oficina se iba a desocupar para los integrantes del SUPID que dependen de la DINAADyF. 

Que en la semana que se hizo la inspección solicitó audiencia con el Delegado Dr. Ábalos la que nunca le fue concedida y que tampoco se pudo comunicar con el Inspector. 

Que nunca solicitó ni autorizó que se verificasen espacios de trabajo pertenecientes a la Oficina de Destrucción de Expedientes, que no pudo hablar con el Delegado para solucionar los problemas y que como se terminaba el plazo para mudarse comenzaron a realizar el traslado. Relata las circunstancias que acontecieron el día de la mudanza, sostiene que ella prestó conformidad para que se accediese al lugar como lo venían haciendo y considera que se la ha involucrado en una situación conflictiva sin haber tenido ni desplegado conducta alguna susceptible de reproche administrativo. 

Insiste en que no hubo incumplimiento alguno de su parte que pueda dar sustento a la sanción impuesta. Relata los argumentos esgrimidos al momento de defenderse en sede administrativa y concluye afirmando que los actos administrativos impugnados que le imponen la sanción carecen de fundamento fáctico y jurídico. 

Funda los aspectos formales de la acción y sostiene que no se ha probado conducta alguna susceptible de reproche administrativo. 

Que las citas legales en las que se funda el acto impugnado violentan principios constitucionales, que no se ha probado tampoco que se haya violentado el art. 13 ni transgredido las prohibiciones que prevé el art. 14 del Decreto Ley 560/73 y que en el caso se ha menoscabado el derecho de defensa de su parte en tanto fue citada como testigo en las causas administrativas y luego de prestar declaración indagatoria se le aplicaron dos días de suspensión sin que haya existido imputación concreta y puntual y sin efectuar descargo o poder ofrecer prueba. 

Cita las normas constitucionales y los tratados que considera se han vulnerado en el caso, insiste en que no existe conducta u omisión pasible de sanción. 

Ofrece prueba, en el capítulo IX de la presentación reitera argumentos sobre la procedencia sustancial de la acción. Formula reserva del caso federal y solicita que oportunamente se haga lugar a la acción, con costas. 

II.- El Gobierno de la Provincia de Mendoza responde y luego de formular una síntesis de lo relatado por la actora, defiende los fundamentos legales del acto impugnado dictado por la Sala III del Tribunal. 

Destaca que los agravios desarrollados por la actora son una reiteración de los utilizados en sede administrativa y que los mismos ya fueron analizados y resueltos en forma desestimatoria por la administración. 

Cita la normativa aplicable al caso -art. 3 del Reglamento del Poder Judicial; arts. 13 y 30 del Decreto Ley 560/73- y refiere que conforme ella y los argumentos esgrimidos por la Delegación Administrativa de la S.C.J., se desprende que se le aplica a la accionante una sanción de dos días de suspensión por considerar su conducta negligente y omisiva de las obligaciones legales que le están impuestas todo ello dentro de las facultades concedidas por la Acordada 16.784. 

Expresa que las alegaciones de la actora en definitiva evidencian un mero disenso en la valoración de la prueba y la decisión adoptada, que no logra demostrar la ilegitimidad o arbitrariedad manifiesta en la actuación estatal.Cita jurisprudencia, ofrece prueba y solicita el rechazo de la acción, con costas. 

III.- El Fiscal de Estado adhiere al responde de la demandada directa, ofrece prueba, formula reserva del caso federal y peticiona que al resolver se desestime la acción, con costas. 

IV.- El Procurador General del Tribunal sobre la base de las circunstancias obrantes en las actuaciones administrativas que destaca considera que la sanción posee respaldo en los hechos acreditados y en la normativa legal que se ha aplicado. 

Considera que la decisión que se ataca no contiene vicio alguno que la ilegitime por lo que debe rechazarse la demanda. 

V.- La actora al solicitar la nulidad y declaración de ilegitimidad de los actos administrativos impugnados por los que se le impone una sanción de dos días realiza un análisis de los fundamentos de hecho y de derecho que ameritan -según su entendimiento- la revocación de los mismos. 

En atención a los términos en que ha sido trabada la litis, corresponde en primer lugar verificar si se han configurado los vicios que se denuncian y en caso afirmativo revisar si la sanción de dos días de suspensión guarda proporcionalidad con la falta cometida, teniendo presente que, conforme criterio de la Corte Nacional, los jueces -en principio- no pueden controlar cualquier sanción disciplinaria impuesta a los agentes estatales y que la magnitud de las sanciones disciplinarias está también originariamente reservada al razonable criterio de la autoridad administrativa, salvo ilegitimidad o arbitrariedad manifiestas (Fallos 303-1029; 304-1335; 306-1792; 307-1282 entre otros). 

A lo expresado, cabe agregar que el caso traído a conocimiento del Tribunal, versa sobre una mínima sanción aplicada a un agente judicial en el marco de un procedimiento de investigación específico. 

Realizado un pormenorizado análisis de la actuación administrativa acompañada al Tribunal como prueba y que diera origen a la cuestión debatida en la causa (Expte.n° 70 Averiguación presuntas irregularidades) se advierte que el mismo se inicia con una serie de testimoniales mediante las que se comprobó en distintas dependencias de Tribunales de la ciudad de San Rafael la presencia de un notario quien fuera autorizado por los encargado de las oficinas para realizar diversas constataciones ajenas a la labor específica y diaria. 

Comprobadas tales circunstancias las que nunca fueron informadas a la superioridad, la actora como funcionaria responsable de la Asesoría de Menores fue sancionada con dos días de suspensión, así como también los demás responsables de las otras oficinas involucradas. 

En dicho procedimiento se le otorgó el derecho de defensa, cuestión que surge de la vía recursiva intentada por la quejosa, tanto en el expediente administrativo originario como en el n° 72122 "Crespillo Mercedes Carmen p/Recurso de apelación en autos n° 70 de la 2° Circunsc. Judicial". 

Se ha respetado por parte de la administración el procedimiento de investigación, se han seguido los pasos establecidos por la normativa legal aplicable para aquellos casos en que se avizora que la conducta investigada podría ser sancionada con menos de quince días por lo que no debe instruirse sumario. De tal cuestión dan cuenta los fundamentos de los actos administrativos dictados en los que se formula concreta referencia a esas circunstancias y además se realizan las citas legales que resultan pertinentes y aplicables al caso (ver fs.26/27 y vta. del expediente n° 70 y fs. 8/9 y vta. expediente n° 72122). 

Por otro lado y tal como lo apunta el Procurador en su dictamen, el actor no ha podido desvirtuar la conducta negligente que se le atribuye, ha reconocido que autorizó a tomar fotografías a la Delegada Gremial cuando es de conocimiento que toda constatación de las condiciones laborales en las que se desenvolvían sus tareas debe encausarse por el procedimiento legalmente previsto para ello. 

De lo expresado se deduce que el accionar de la administración se ha adecuado a las prescripciones legales vigentes y se ha respetado el derecho de defensa de la interesada ya que el proceso se ha tramitado conforme lo establecido por el régimen disciplinario estatuido y dándole a la quejosa todas las oportunidades establecidas por ley para su intervención en el mismo, las que por otro lado han sido utilizadas por la hoy actora. 

La valoración de las circunstancias de hecho se vincula íntimamente con la investigación realizada y con las circunstancias apuntadas por cada uno de los responsables de las dependencias judiciales donde se sucedieron los mismos. La falta de comunicación de tales procedimientos importó el agravio a los Superiores los que debieron estas debidamente interiorizados en su momento. 

La tipificación de la conducta omisiva de la agente Crespillo ha sido debidamente canalizada en el artículo pertinente del Estatuto del Empleado Público que determina el incumplimiento de las obligaciones impuestas por el art. 13 del decreto respectivo. 

Ni en sede administrativa ni en esta instancia de conocimiento pleno se ha probado la existencia de arbitrariedad manifiesta en el accionar de la administración, ni tampoco se ha rendido prueba alguna que lo acredite. 

En las condiciones expresadas las resoluciones dictadas en sede administrativas e impugnadas mediante la presente acción no se avizoran irrazonables o ilegítimas, por lo que en coincidencia con lo dictaminado por el Procurador Subrogante en su dictamen, corresponde desestimar la acción procesal administrativa en análisis. ASI VOTO. 

Sobre la misma cuestión los Dres. BÖHM y ROMANO adhieren por sus fundamentos al voto que antecede. 

SOBRE LA SEGUNDA CUESTION EL DR.LLORENTE, dijo: 

Corresponde omitir pronunciamiento sobre este punto puesto que se ha planteado para el eventual caso de resolverse afirmativamente la cuestión anterior. ASI VOTO. 

Sobre la misma cuestión los Dres. BÖHM y ROMANO adhieren al voto que antecede. 

SOBRE LA TERCERA CUESTION EL DR. LLORENTE, dijo: 

Atento como han sido votadas y resueltas las cuestiones anteriores, las costas del proceso se imponen a la parte actora vencida (art. 36 
del C.P.C. y 76 
del C.P.A). ASI VOTO. 

Sobre la misma cuestión los Dres. BÖHM y ROMANO adhieren al voto que antecede. 

Con lo que terminó el acto, procediéndose a dictar la sentencia que a continuación se inserta: 

S E N T E N C I A: 

Mendoza, 16 de agosto de 2011. 

Y VISTOS: 

Por el mérito que resulta del acuerdo precedente la Sala Segunda de la Excma. Suprema Corte de Justicia fallando en definitiva, 

R E S U E L V E: 

1°) Rechazar la acción procesal administrativa entablada por la señora Mercedes C. Crespillo a fs. 6/15 de autos. 

2°) Imponer las costas del proceso a la parte actora vencida (art. 36 del C.P.C. y 76 del C.P.A.). 

3°) Diferir la regulación de honorarios para su oportunidad. 

4°) Remitir las actuaciones administrativas a origen. 

5°) Dése intervención a la Caja Forense y Dirección General de Rentas, a los efectos previsionales y fiscales pertinentes. 

Notifíquese. Ofíciese. 

GWC. 

Dr. Pedro Jorge LLORENTE 

Dr. Carlos BÖHM 

Dr. Fernando ROMANO 


